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PROVINCIA DE SANTA FE
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REF NOTIFICACIÓN DECRETO 38/2023
De mi mayor consideración:
El abajo firmante, profesional de la salud Ley 9282, personal dependiente de la Provincia de Santa Fe, constituyendo domicilio en la ASOCIACIÓN DE MÉDICOS DE LA REPÚBLICA ARGENTINA -AMRA-, entidad sindical que nos agrupa y representa y a la cual me encuentro afiliado, Personería Gremial Nº 1.585 Res. MTESS Nº 920/06, domicilio físico en San Luis N° 508 de Rosario y electrónico en santafe@sindicatomedico.org.ar, a Ud., en legal tiempo y forma, digo:

Que vengo a contestar el traslado corrido por motivo de “encontrarse posiblemente en condiciones de revisión su (mi) pase a Planta Permanente” haciendo saber que no me encuentro incluido en los extremos dispuestos por el Decreto 38/23 por lo que solicito se tenga por cumplimentado con el traslado requerido y se archiven las presentes actuaciones.

De mi situación personal:

Hago saber, en primer término, que me desempeño en…………………, desde la fecha………………, con días y horarios de trabajo……………………………………… cumpliendo funciones como……………..

A mayor abundamiento, expongo:
Que el decreto N° 38/2023 de fecha 13/12/2023 entre otros puntos ordena (en su artículo 1) la suspensión de la ejecución de los actos administrativos y contratos comprendidos en el artículo 5. Éste último, en el ámbito del Ministerio de Economía, dispone la constitución de una Comisión revisora de los actos administrativos emitidos durante los dos últimos trimestres del año de fin de mandato (Artículo 15 bis Ley N° 25.917).

Entre estos actos administrativos, reza la normativa en crisis, se enumeran:

Designaciones de personal en carácter de personal permanente;

Designaciones de personal en carácter de titulares en cargos subrogados;

Otorgamientos de nuevos suplementos y contratación de servicios de personal en carácter transitorio -cualquiera fuera su encuadre legal- afectando a esos fines cargos vacantes de la planta permanente, temporaria y contratada y horas cátedra de la Administración Pública Central, Organismos Descentralizados, Instituciones de la Seguridad Social, Empresas y Sociedades del Estado Provincial y Otros Entes Públicos que se corresponden con las jurisdicciones enumeradas en el artículo 4, apartados A - 1 y B de la Ley 12.510.

Ante ello, resulta importante destacar algunas cuestiones que consideramos de vital importancia. A saber:

De los acuerdos paritarios previos:

Que en fecha 10/03/2023 entre las autoridades del Gobierno de la Provincia de Santa Fe y la AMRA se acordó lo siguiente:

“6. Se propone dar continuidad al proceso de pase a planta de personal, de los profesionales del arte de curar regidos por la ley 9282 que se desempeñan como contratados en sus diversas modalidades con vínculos a partir del 31 de diciembre de 2018 y que actualmente continúen. Asimismo se propone la titularización de los profesionales que en la actualidad se desempeñan como personal interino. La comisión técnica paritaria tendrá a su cargo la elaboración de los instructivos pertinentes”

Que, posteriormente, en fecha 23/03/2023, también en acta paritaria, en los puntos 6 y 7, se amplió lo acordado:

“6. Dar continuidad al proceso de pase a planta de personal de los profesionales del Arte de Curar regidos por la ley 9282, desde el 31 de diciembre de 2018, y que actualmente continúen prestando servicios; 7. incorporar en la presente a los fines del pase a planta propuesto, la posibilidad de excepcionar a los profesionales alcanzados por el mismo, del requisito de edad en idénticos términos a lo establecido en la ley Nº 14.068/21, lo cual requiere aprobación de la Legislatura de la Provincia”

En efecto, se advierte que el proceso de pase a planta de los profesionales del Arte de Curar, dentro del cual me incluyo, no se dio en el mes de marzo de 2023, sino que es anterior a dicha fecha en la cual las partes sólo plasmaron en ambos acuerdos paritarios darle continuidad a dicho proceso, los que se plasmaron en diferentes expedientes administrativos de pase a planta de personal que se sucedieron con posterioridad.

La ley 13.042, por otro lado, rige las relaciones laborales de los trabajadores profesionales comprendidos por la Ley N° 9282 de la Provincia de Santa Fe, regulando las mismas mediante el sistema de Convenciones Colectivas de Trabajo. Dispone, asimismo, que los efectos de los acuerdos alcanzados por aplicación de dicha ley se extenderán a todas las relaciones laborales del personal profesional indicado y que dichos acuerdos serán celebrados entre el Poder Ejecutivo y la representación de las Asociaciones Sindicales de los Trabajadores Profesionales comprendidos por la Ley N° 9282 de la Provincia de Santa Fe, con personería gremial en los términos de la Ley Nacional N° 23.551 (la Asociación de Médicos de la República Argentina).

Así las cosas, conforme lo ordena el artículo 6 de la citada ley 13.042, dentro del plazo estipulado (20 días hábiles), el Poder Ejecutivo Provincial homologó aquél acuerdo paritario y procedió a cumplir lo acordado dando inicio a los expedientes de pase a planta correspondientes para dar respuesta, tanto a esta entidad gremial como a los trabajadores del sector por ella representados.
Resulta, también, aplicable, el artículo 11 de la ley 10.052, por cuanto:

"Las normas de la convención colectiva homologada serán de cumplimiento obligatorio para el Estado Provincial y para todos los trabajadores de la Administración Pública Provincial comprendidas en la misma, y no podrán ser modificadas unilateralmente en perjuicio de los trabajadores, salvo razones de interés general que lo justifiquen." 
Del acto administrativos en sí mismo y la Seguridad Jurídica:

Que, en efecto y tal como referíamos en el acápite anterior, en fecha 31/03/2023, mediante decreto Nº 539, el Poder Ejecutivo Provincial, homologó el acuerdo y dio inicio, con alguna demora en ello, a los expedientes de los pases a planta de los trabajadores profesionales de la salud, cumplimentando así con lo acordado en paritarias del sector.

El Gobierno de la Provincia de Santa Fe, entonces, el 31/03/2023 homologó el pase a panta de los profesionales del arte de curar regidos por la ley 9282 que se desempeñan como contratados en sus diversas modalidades con vínculos a partir del 31 de diciembre de 2018 y que a dicha fecha continúan como así también la titularización de los profesionales que en dicha ocasión se desempeñaban como personal interino.

No sólo, se advierte, dicho acto administrativo quedó fuera del plazo fijado por la ley 25.917 sino que, también, disponer una revisión de actos de gobierno más allá de un tiempo prudencial (en este caso, específicamente fijado en 6 meses), generaría una verdadera cacería de brujas en busca de cuestionar acuerdos sin ningún tipo de fundamento.

El tributarista y constitucionalista, José Osvaldo Casás, siguiendo a Sainz de Bujanda sostiene que:

“La seguridad, en su doble manifestación -certidumbre del Derecho y eliminación de la arbitrariedad- ha de considerarse ineludiblemente en función de la legalidad y de la justicia. Esta última y la seguridad son valores que se fundamentan mutuamente y que, a su vez, necesitan de la legalidad para articularse de modo eficaz”
.

La seguridad, una de las principales aspiraciones humanas, sólo puede entenderse tomando en consideración la dimensión social del hombre y, sin dudar, significa el respeto del status jurídico adquirido por la persona, en este caso por el trabajador profesional de la salud bajo el amparo de la normativa vigente al momento que la que misma se dictó, por la que obró en consecuencia previendo sus actos en función de esta normativa previa. Significa el mantenimiento de las reglas de juego. Ese respeto a las reglas de juego tiene que ser aún más exigible cuando quien debe cumplirlas es el propio Estado, esto, en base a la ejemplaridad y que de por sí se encuentra en los hechos en una posición de superioridad y además está obligado por el principio de legalidad, al que debe someterse. Ampara la adquisición de un derecho, la estabilidad de la situación jurídica. Significa que toda persona debe saber a qué atenerse.

Generalmente advertimos la presencia de este principio en la jurisprudencia junto con el del respeto de los derechos adquiridos, el derecho de propiedad, la irretroactividad, etc.
Se encuentran en juego derechos constitucionales como ser al trabajo, a la carrera, a una remuneración justa, a la estabilidad, a la igualdad entre otros.

Por último, y no siendo por ello menos importante, debemos atender los principios de validez, legitimidad y ejecutividad de los actos administrativo y como consecuencia de la función de autotutela de la administración. Ante todo, corresponde decir que el principio de “presunción de legalidad” se trata de un atributo o carácter que tiene origen legal, y que -de ordinario- se lo sustenta en la denominada autotutela administrativa. En este sentido entendemos que se debe excluir de sus alcances todo comportamiento o conducta estatal que no encuadre estrictamente dentro de ese concepto de legalidad, por lo que no comprendemos por qué un acto administrativo que ratifica el acta de acuerdo paritario anterior, puede ser ilegitimo (siendo que la medida importa la expresa ejecución de los compromisos asumidos en el Acta Acuerdo mencionada).

No reconocer la preexistencia de esta relación laboral, y posterior regularización no hace más que vulnerar todos y cada uno de mis derechos laborales. Advierto que el suscripto está legitimado pues detenta un derecho subjetivo afectado en modo directo y actual por el accionar de la Administración Provincial, pudiendo, por lo tanto, impugnar la decisión arbitraria, aduciendo el vicio de ilegitimidad que detenta.

De la ausencia de incremento de gasto corriente:

Ahora bien, más allá de lo expuesto, la continuidad del cumplimiento de los acuerdos paritarios celebrados (y homologados) en modo alguno implican un incremento del gasto corriente en los términos de la ley 25.917. En efecto, veamos:

LEY 25.917 RÉGIMEN FEDERAL DE RESPONSABILIDAD FISCAL

“ARTICULO 15 bis (TO Ley 27.428). - Adicionalmente a lo dispuesto en la presente ley, durante los dos (2) últimos trimestres del año de fin de mandato, no se podrán realizar incrementos del gasto corriente de carácter permanente, exceptuando: a) Los que trasciendan la gestión de Gobierno, que sean definidos en ese carácter normativamente, y deban ser atendidos de manera específica; y b) Aquellos cuya causa originante exista con anterioridad al periodo indicado y su cumplimiento sea obligatorio. Durante ese período, estará prohibida cualquier disposición legal o administrativa excepcional que implique la donación o venta de activos fijos. A los efectos de la aplicación del presente artículo, se entenderá por incrementos del gasto corriente de carácter permanente, a aquellos gastos que se prolonguen por más de seis (6) meses y que no se encuentren fundados en situaciones de emergencia de tipo social o desastre natural”

En otras palabras, atento los plazos que me refiero a lo largo del presente, mi cargo y el de mis compañeros Profesionales ley 9282 fue creado presupuestariamente por el Poder Legislativo por lo que no hay afectación presupuestaria alguna. Esto sin contar que la Ley 12402 estableció en su artículo 5 que "La adhesión establecida en la presente ley en ningún caso implicará cercenamiento ni disminución de las potestades o prerrogativas contempladas en la Constitución Provincial”, principio reiterado por la Ley 13871 en su artículo 54, para los cambios que se hicieran al régimen de responsabilidad fiscal: Proceder de otro modo vulneraría la autonomía provincial consagrada por los artículos 5, 121 y 122 de la Constitución Nacional, y ratificada por el artículo 1 de la Constitución de la Provincia.
La Observación Legal N° 0046/2023 del Tribunal de Cuentas de la Provincia de Santa Fe, por otra parte, nada tiene nada que ver con los ingresos a planta permanente provisional al poder ejecutivo de la provincia, además fue insistida por el PE lo que no tiene validez alguna, conforme a la doctrina mayoritaria (dictámenes FE 49,50,79 y 175, 274/2023 entre otros)
Dar cumplimiento, entonces, a los acuerdos paritarios de marzo del 2023, por los que se resolvió la desprecarización de los trabajadores profesionales y se dio continuidad al proceso de pase a planta de los mismos, en modo alguno implicaría un incremento del gasto corriente y, a su vez, dar continuidad a los que están en curso, tampoco.
Por lo expuesto a Ud., solicito:

Tenga por cumplimentado con el traslado solicitado, en legal tiempo y forma;

Tenga por constituido domicilio físico y electrónico en la Asociación de Médicos de la República Argentina (AMRA);

Se archiven las presentes actuaciones.

Sin otro particular, saluda atte.

Firma Profesional Ley 9282

DNI

Domicilio real:

� Sáinz de Bujanda, Fernando, citado por Casás Osvaldo J. En “Seguridad Jurídica y tributación”, pág. 65, Derechos Humanos y tributación, Universidad Nacional de Buenos Aires, Lexis Nexis, 2.001.








